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la siguiente

lhuncia, púede contener pruebas diversas a valorar discrecional­
mente ·por el Tribunal penal. han existido en el juicio oral otros
elementos que tienen indudablemente el carácter instrumental
de prueba eegún la Ley Prooesal Penal, como el examen o con­
fesión del procesado (arts. 688 8 700). prueba testifical (art8. 701­
722) Y documental (arts. 726 y 730). Y si en la sentencia de am­
paro se estiman insuficientes para justificar una sentencia penal
condenatoria, es porque han sido valorados en el correspondien­
te recurso constitucional, y porque se ha estimado que los he­
chos probados de la sentencia no se corresponden con los que

t8425 Pleno. Recurso de inconstitucionalidad número 401
1981.-8entencia de 28 de julio de 1981.

El Pleno de~ 'fribu!1al Con~itucional compuesto por don Ma­
,Duel Garcia-Pelayo y Alonso, Presidente; don Jerónimo Aroza­
mena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez
de Velaseo, don Francisco Rubio Llorente, doña Gloria Begué
Cantón, .don Luis Diez Picazo, don Francisco Tomás y Va­
liente, don Rafael G6mez-Ferrer Maraot, don Angel Escudero
del Con:al, y don P~Acido -FernAndez Viagas, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

.SENTENCIA

En el' recurso de inconstitucionaUdad promovido por el PresI­
dente del Gobierno, representado por el Abogado del Estado,
contra la Ley de Catalufla número 6/1980, de 17 de diciembre,
por la que se regula la ..transferencia urgente y plena de :'.as
Diputaciones Catalanas a la Generalidad-, en el que ha compa­
recido el Presidente del Parlamento Catalán en representaci6n
del mismo, y el Consejo Ejecutivo de la Genera'.idad de Ca­
talui'ia, reprbs~ntado por los Abogados don Francisco Femán­
dez de Villavicencio Arévalo y don José Juan Pinto ·Ruiz, siendo
ponentes los Ma.gistrádos don Francisco Rubio Llorente, don
Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel Escudero del Corral.

l. ANTECEDENTES
1. El dia 30 de marzo .de 1981, el AbOgado del Estado, en

~a represent&.t.ión que ostenta, interpuso ante este Tribunal
recurso de inconstitucionalidad contra la Ley de la Generalidad
de Cataluña 6/198Q, de 17 de diciembre, por la que se regula
la ...Transferencia urgente y plena de las Diputaciones catalanas
a la Generalidad-, publicada en el ...Diario Ofl.cia~ .de la Co­
munidad Autónoma_ nÍlmera _1M, correspondiente a los dfas
30 Y 31 de diciembre de 1980. En dicho escrito, se solicita que
se dicte sentencia declaratoria' de la inconstitucionalidad y
la consiguiente nulidad de los articulas 1.°, 2.0 3,°, 5.0 Y 9.°
Y disposición final segunda de dicha. Ley, al tiempo que, in­
vOLAndose ~' articulo 161-2 de la Constitución en relaci6n con
el articulo 30 de la LOTe, se lhteresaba con la mayor 'Ur­
gencia la suspensión de la vigencia y aplicación de la LeY
y de cuantos actos ht1bieren sido adoptados hasta ese momento
para la ejecución de la misma, Los preceptos infringidos y
argume-nt&dos tln los que se basa dicha pretensión se agrupan
en los siguientes apartados: .

al 1.& supresión de las Diputaciones Provinciales catala­
nas y ".a correspondiente creación de los Consejos Territoriales
que efectúa la Ley recurrida infringe ros artículos U8, 1-2.­
y 149,' 1-18,- CE y 9-8 Y disposición transitoria segunda del
pro.Pio .Estatuto, pues establece un sistema de com~tenc1as
legls!atl·l7as concurrentes entre el Estado y ~a Comumdad Au­
tónoma en materia de Administración Local, conforme al cual
corresponde a aquél establecer la legislación bAsiea o prir.c1pal
sobre su régimen ¡'uridico, ,entendido en su sentido amplio, y
a la Generalidad e desarro~lo particularizado que no deba &er,
consecuentemente, ni antenor en el tiempo, ni, en todo caso,
derogatorio o modificador de la legislación estatal sobre la
materia, constituida actualmente por el texto articulado de 24
de junio de 1955.

b) La Ley 6/1980 vulnera los articulas 137, 141 Y 142 CE,
S", 49 Y disposición adicional cuarta del Estatuto de Ce.talufta
que configuran la autonomía de la provincia. como ente local
en Catalufia al vaciar1.a. de todas las competencias, propias
y delegadas, y de. su liacienda que son transferidas a la Ge­
nere:1idad y al privarla de su órgano de gobierno. y adminis~

traclón propia -la Diputación Provincial- sin poner otro en
su lugar. .

cl Es contraria al procedimiento de traspaso de servicios
regulado por la 'dis.posición transitoria sexta del Estatuto, que
en cuanto a l~ de las Diputaciones sólo se refiere a aquéllos
que_ .por su propia naturaleza requieran un plailteamiento
coordmaf3:o y de acuerdo con la Legislación de Régimen Local.
y, en todo .caso, a través de un procedimiento· distinto del
expe?itivo que se consagrá en la Ley, pasando por un proceso
prevIo conforme al artículo 147, 1, d} de la Constitución.

d) Ad~mé.s supone unas infracciones implicitas, entre las
que menclOna, por ejemplo, la de'. artIculo 48, 2, 3, del Esta­
tuto de Catalufta al asumir la General1daci los servicios de
recaudación de los tributos del Estado ·traó.icionalmente en­
comendados por este último a las Diputaciones Provinciales.

2, La Sección Sflgunda del !'Jeno' de' T;-ibunal Cor~stitu­
c1onal, con fecha 2 de abril de 1981. dictó Providencia acor·

el Tribunal. Constitucional juzga COmo existentes, contrariándose
de modo -cierto lo determinado en el art1culo 741 de la LEer
y lo dispuesto en el articulo .....1.b) de la LOTC así como
los linli~s establecidos por aquél. . '

Corno conclusión de todo lo expuesto, el Magistrado qUe fir·
ma este voto estima que lo procede.nto seria desestimar el re·
curso de amparo íntegramente, dejando firmes las resoluciones
judiciales recurridas.

Madrid a 31 de Jullo de 1981.-Angel Escudero- del Corral.-·
Firmado y rubricado.

dando admitir a trámite el recurso, dar traslado del mismo
al Congreso de los Diputados y al Senado, así como al Parla­
mento y al Consejo .Ejecutivo de Catalufta, por conducto de
sus respectivos Presidentes, para que en el p'.azo de Quince
días pudieran personarse en el procedimiento y formular las
alegaciones que estimaran oportunas. Asimismo se dispuso la
comunicación al Presidente de la Generalidad de la suspensión
de la vigencia" y aplicación de los articulas 1.°, 2.°; 3.°, 5.° Y 9.°
Y de la dispostclÓft final. eegunda de la Ley 8/1980, de 17 de di­
ciembre, del Parlamento Catalán, producida desde la fecha
de su impugnación, el día 30 da marzo, al haber invocado el
demandante el articulo. 161-2 CE y en aplicación de lo dis­
puesto en el artículo 30 WTe, y la pub'jcación en el ...Boletin
Oficial de~ Estado- y en el .D1ari Oficial de la GeneraUtat_ de
la formalización del recur.o y la suspensión indicada.

3, Acordada la personación del Presidente de' Senado del
Presidente del Parlamento CatalAn en nombre de dicho 'Par­
lamento, y del Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cata.­
l~a, en virtud d~ las prov1'dencias de 14 y 22 de abril, estos
ÚltlIPOS evacuaron el trámi1ie de alegaciones por medio -de lOS
correspondientes' escritos. .

El del Presidente del Parlamento de Catalui'i.a presentado
el 2 de ¡nayo de 1981 IUpllcab" le dictara Sentencia desesti·
mataria del recurso en todos sus extremos, declarando la va­
lidez, por plena constituciona1jdad, de la Ley 6/1980 de 17
de diciembre, y &. tal efecto argumentaba~ . '

a) No exi6te .tnfracción del sistema de distribución de coro·
petencias, sino que, por el contrario, la Leyes expresión de
la competencia exclusiva de la Generalidad que en esta ma­
teria le reconocen Ja Constitución y el Estatuto, .no-' pudiendo
atlnnarse Que exista violación del articu'.o 148,1,2.& CE porque
tal precepto no es aplicable • las Comunidades Autónomas
que, como la catalana, en el pasado han plebiscitado afirma·
tivamente proyecto de Estatuto de Autonomi&. Por otra parte,
no se ha infringido el articulo 149,1,18.- porque 1& regulación
del régimen jurídico a que se refiere no tiene otro alcance
que el de los recursos y acciones que los administrados pueden
utlll7.ar frente a las entidades ·locales a cuyos extremos no
se refiere la Ley, que le limita &1 aspecto organizattvo. En fin
tampoco es contraria a la disposición transitoria segunda dei
Estatuto de Autonomia porque no resulta aplicab',e a las ma­
terias de competencia exclusiva y porque, incluso, en las
de competencia concurrente no impide el desarrollo legislativo

.por parte de la Comunidad Autónoma que puede actuar no
sólo. a partir de los principios que espec1fl.camente establecen
las leyes marco estatales que se dicten en el; futuro, sino tam­
bién de los que 8ea posible deducir de las leyes estatales
vigentes.

b) 1..c?s Consejos Territoriales qUe crea la Ley impugnada,
son Entl?ades Locales de ámbito provincial gobernadas por
CorporacIOnes representativas, sin que haya de partirse nI
d~ la incontrasr.able necesidad constitucional de 1& provuicia.,
01, en cualquier caso, de exigencia distinta de la autonomía
de su gobierno, quedando deferido el ámbito de su competencia
al qUE' sea marcado por la Ley, siendo trasladable plenamente
el argu.mento. las competencias de carácter financiero a las
que Se refieren los articulas 142 de la Constitución' y 48 de~
Estatuto; e!i. decir, que las Corporaciones locales tendrán tri·
butas propl0~ sólo si las Leyes 1.0 establecen y ejercerán siem­
pre ~us competencias presupuestarias en p1 marco que legal­
mente se establezca,

c} La disposición transito:rta sexta reguladora de los tras­
pasos c;ie servicios no .es·apUeabl~ en cuanto que distingue com­
petencias y selVici08 inherentes a la misma, perteneciendo
aquellas.a la GeJ;leraH.dad desde la entrada en vigor del Es­
tatuto, sro que penda de ningún género de procedimiento !&
transferenCia de servicios.

d) La Ley impugnada no sustituye 1& delegación del Esta­
tutr.. en cuanto a la recaudación de los tributos sino que prevé
en los casos que exista una subrogación sometida a eventual
ratificación. -

4. El Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Catalufta.
formuló sus alegaciones por medio -del escrito presentado el
4 lie mayo de· 1981 en' el que .. luplicaba del Tribunal se
dictara sentencia que declarara no haber lugar al recurso
interpuesto por la representación del Estado, bien por acoger
la excepción que opoJ;Úa o, en otro caso, por los razonamientos
de fondo alegados. ,La excepción.,. .fundamentaba en que al
socaire de un recurso de lnconstltucionalidad, en' realidad lo
que se planteaba en la demanda del Abogado de!. Estado era
UD conflicto constitucional de competencia entre el Estado y
una Comunidad Autónoma, y partiendo de tal calificación
habría de reconocerse· que conforme ,&1 articulo 60 de la Ley
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Orgánica de este Tribunal ea el Gobierno quien está" legiti­
mado para Interponerlo y no su Presidente, además debe apI'&­
ciarse la interposición extemporánea del mismo, puesto que
habia de haberse efectuado dentro de los doa meses de dictada
la norma conforme al" articulo 8a de la misma Ley Orgánica.

Los argumentos de fondo partan de que la distribución terri­
torial de podar prevista en el titulo octavo de la Constitución
no puede ser analizada bajo un prisma exclusivamente admi-­
nistrallvo, sino de una autonomla de la comunidad cualitati­
vamente superior como evidencian las referencias qua al texto
constitucional hace al autogoblerno.' nacionalidad. organización
polltica y demás. Sobre esta base' sus argumentos pueden
sintetizarse: - .

al La provincia no es un' escalón indispensable en la 01'--'
gaOlzación del Estado que haya de mantene~ cómo intangible
en las Comunidades Autónomas cuando éstas pueden crear
otras entidades locales diferentes de su 1mblto, y en especial
la Comunidad Autónoma puede prescindir de ella dentro de
su respectivo' ámbito; con independencla de que la Ley del
Parlamento de Cataluña no suprime ninguna de las cuatro
provincias existentes, sino que se limita a sustltutr sus órganos
de gobierno. Diputaciones Provinciales, por otras Corporacio-
nes llamadas Con~jos Territqriales. _

b) En materia de régimen local, el artícU¡P 149,1,18.· CE
s610 tiene el propósito de garantizar a 109 administrados un
tratamiento común' entre las Administraciones pú61icas utili­
zando una acepción estricta de dicho concepto, como lo prueba
una interpretación sistemática del Estatuto Catalán. y la in·
veterada práctica normativa, quedando la restante materia del
ámbito de la Administración local a la potestad legislativa,
reglamentaria. ejecutiva y de Inspección de la Generalldad.
En fin, el artículo 148 CE en su conjunto y en su detalle se
refiere exclusivamente ¡¡; las Comunidades Autónomas con au­
tonl>mia no plena y, por tanto, es inaplicable a las Comunida­
des históricas entre las que se encuentra la catalana.

el Los Consejoa Territoriales se ajustan & los principios.
constitucionales sobre'~ materia, como son los de representa·
lividad y de autonomia (articulo 4.cl, si se tiene en cuenta qua
no existe ninguna norma en vigor .que determiné cuáles han
de ser las competencias suficientes para asegurar que un ente
local goza de autonomla. pues se trata de un concepto jurídico
indeterminado que ofrece un margen de .apreciación muy am­
pUo, correspondiendo al órgano de la Generalidad. que puede
legislar la Interpretación de las que son su1lcientes para cum­
plir y co~mar los intereses a que han de atender tales Consejos.
Por último, en cuanto a los medios financieros y presupuesta­
rios el articulo Ha de la Constitución dispone que los medios
sean suficientes para el desempeño da sus funciones pero no
que éstos hayan de·ser en su totalidad propios.

dI El parlamento de Cataluña no sa ha anticipado crono­
lógicamente en el proceso previsto por la disposición transito­
ria segunda de\ Estatuto, porque no sólo no existe tal proceso,
sino que .aunque lo hubiere no pospone a ningún momento
posterior· la actividad legislativa de la Generalidad en las ma­
terias de su competencia exclusiva. Por otra parte, la contl·
nuación del vigor de las Leyes del Estado contiene un dobla
condicionamiento. que las Cortes Generales no e',aboren las.
Leyes a las que el Estatuto Se refiere y que el Parlamento no
legisle sobre materias da su competencia; por tanto, mientras
no se demuestre que el Parlamento al legislar lo ha hecho
sobre materiaa que .no son de su competencia, o ha conculcado
1.0 9 principios constItucionales que deben inspirar las basel
del régimen Jurídico de toda la Administración pública que
garantice a los administrados un tratamiento común, el re­
curso de Inconstituclonalldad no pueda prosperl!".

el En cuanto a la vulneración del procedimiento sobre tr...­
pasos de servicios de la disposición ~ansitoria sexta del Es­
tatuto, señala que se refiere a los servicios inherentes a com­
petencias que ante. eran del Estado y que asuihió la Genera­
'.idad mediante la aprobación del Estatuto, no afectando al
traspaso de servicio. provinciales, norma la citada pasajera,
temporal o interina, que establece un procedimiento que ace­
lera el traspaso da servicios que ostentaba antes la Ge{lerali­
dad, y que por su carácter apremiante debe interpretarse en
sentido favorable a la Comunidad.

5. Con fecha 2 de julio de 1981 el Pleno del Tribunal acordó
tener por formu'adas las alegaciones dentro del plazo conce­
dido y, habiendo transcurrido el de personación y alegaciones,
señalar para la deliberación de este recurso el día -9 de Julio,
designando ponencia colegiada compuesta por l<:.s Magistrados
don Francisco Rublo Llorente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant
y don Angel ,Escudero del Corral,
, 6. El P',eno decidió, y se hizo constar en' providencia de
21 de julio, prorrogar el plazo para dictar sentencia pOr el
tiempo máximo permitido en el artículo M.a de la LOTC.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS
1. La representación del Consejo Ejecutivo de la Genera­

lidad ha formuladc¡ excepción de inadmlsión, fundada en que
lo que se J!lantea en todo, o en parte al socaire del recurso
es un confUcto constitucional de competencia positiva entre al
Estado y la Comunidad autónoma cataiana (antecedente 4).

. Para decidll' acerca de la existencia del motivo de inadrnl­
Slón alegado ea necesario delimitar el 1mbito procesal del
recurso d~ inconstitucionalidad y. de\ conflicto da competen­
Clas POSltlVO entre el F,stado y 1... Comunidades Autónomas.

A tal efecto debe señalarse que el recurso de lnconstltu·
cionalidad eo llU medio de Impugnación de una Ley, dlsposi·
ci6n normativa o acto con tuerza de Ley, que tiene por objeto

-inmediato la determinación de su inconstitucionalidad. sin que
queden excluidas de Sl' ámbito las normas que afectan a la
delimitación de competencias (artículos 161.1.al de la' Cons­
titución y SI de la LOTC!, mientras que la finalldad.del con·
flicto positivo de competencias es determinar el titular da
éstas cuando con motivo_de una disposición, resolUCión o acto
se entiende que uno de sus titulare9 invade el ámbito como
petencial de otro.

Pues bien, en al presente recurso nos encontramos con toda
evidencia ante un recurso de inconstitucionalldad, y no anta
un conflicto de competencias, pues el petitum no se concreta
en la pretensión.. de que se declare que la competencia ejercida
por la Genera'idad de Cataluñna es del Estado smo en la
declaración de inconstitucionalidad de la Ley impugnada, con_
el alcance expuesto en el antecedente primero, y la causa
pretendida tampoco consiste únicamente en la alegacl6n de
que la Generalidad haya invadido competencias del Estado
siri.o, sustancialmente, en la vu'neración de diversos preceptos
de la Constitución y del propio Estatuto de Cataluña. En con­
clusión, por tanto, no puede admitirse la excepción opuesta
por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad.

2. Las violaciones de la Constitución y del Estatuto de
Autonomía de Cataluña que en el presente recurso se aducen
son de dos distintos tipos. Vio'aciones directas, de una parte,
en cuanto que la pretendida abolición de las provincias y de
las Diputaciones Provinciales que a la Ley Impugnada se acha·
ca implicaria una infracción pura y simple de lo dispuesto
en los articulas 137, 141 Y 142 de la Constitución y en el ar­
ticulo 5, 4.· del Estatuto de Autonomía de Cata'uña, y viola·
cíones, indirectas, de la otra, en cuanto que al haberse pro­
muigado la Ley 8/1980 antes de que, por Ley del Estado, se
hubiesen establecido loo principios o bases del régimen local,
resultarían violados el articu'o 1411, 1.·, 18.· de la Constitución
y la disposición trsnsitoria segunda del Estatuto de Autonomla.
En el primer caso, la violación, que por eso llamamos direc~
se produciria por la contradicción entre el contenido de 1..
norma legal y el de los citados preceptos constituciona!es" y
estatutarios, mientras qua en el segundo sa origínaria. no en
eSa directa oposición de dos contenidos normativos, sino en
la Inexistencia de los presupuestos const.¡tuclonalmente exigidos
para que la Comunidad Autónoma pudiese ejercer su potestad
legislativa o, eventualmente, en la transgresión da 109 llmites
que esa norma Interpuesta (~a ley estatal) puede poner a dicha
actividad. La distinta naturaleza de estas alegadas violaciones
exige analizar separadamente, de _un lado, el contenIdo con­
creto de la garantía institucipnal que ·loa artículos 137, 141
Y 142 de la Constitución configuran y la alegada violacIón de
dicha garantia; del otro, el alcance de la delimitacióp campe·
tencial que, conjugadamente~ hacen los artículos 149,1,18.- de
la Constitución y 9,8.· Y disposición transitoria segunda del
Estatuto.

3.. El orden jurídico·politico establecido por la Constitución
asegura la existencia de determinadas instituciones, & las que
3e considera como componentes esencüt!es y cuya preserva­
ción S9 juzga indispensable para asegurar los principios cons~

t1tuciona'es, estableciendo en eJlas un núcleo' o reducto in­
disponible por el legislador.. Las instituciones garantizadas son
elementos arquitectur"les indispensables del orden constilu­
cional y las normaciones que las protegen son, sin duda, norma-

_cio~6S organizativas. pero a diferencia de lo que sucede con
las instituciones supremas del Estado, cuya regulación orgá­
niCa. se hace en el propio texto constitucional, en éstas la
configuración institucional concreta se defiere al legisiador
ordinari.o al que no se fija más li¡nite que el del reducto indis­
ponlble o núcleo esencial de la institución que la Constitución
garantiza. Por definición, en consecuencia, la garantia insti­
tucional no asegura un contenido concreto o un Amblto com­
petencial determinado y fijado de una vez por todas, sino la
preservación de una institución en términos recognosclbles
para la imagen que de la misma tiene la conciencia soctal
en cada tiempo y lugar. Dicha garautia e8 desconocida cuando
la Institución es limitada de tal modo que se la priva práctica­
mente de sus posibilidades de existencia real como instilución
para convertirse en un simple nombre, Tales son los !frnltes
para su determinación por las norma8 que la regulan y por
la aplicación que se haga de éstas. En definitiva, la única
Interdicción claramente discernible es 1... de "la ruptura clara
y neta con esa. imagen comúnmente aceptada de la institución
que, en cuanto formación jurídica, viene determinada en buena
parte por las normas que en cada momento la regulan y la
aplicación que de las mismas se hace.· .

Los articulas 137 y 141' de nuestra Constitución contienen
una Inequívoca garantla de' la· autonomía provincial, pues la
provincia no es sólo circunscripción electoral (articulo '68,a
y 69,2J, entidad titular de la In~ciativa para la constitución
de Comunidades autónomas (articulo 143,11 o división territo­
rial para el cumplimiento de las actividades del Estado (articu­
lo 141,11 sino también, y muy precisamente, .entidad' locato
(artfculo 141,11 que goza de autonomta para la gestión de
sus intereses (artfculo 1371, Asl lo confirma con claridad el
artículo ,5,4.· del Estatuto de Catalufta al afirmar expresa­
mente el carácter de 'a provincia como entidad local.

No precisa la Constitución cuál.,. sean esto. intereses Di
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cuál el haz mínimo de competencias que pera atender a 'IU
.gestión debe el legislador atribuir a la provincia, aunque 11
cabe derivar de la Constijuc16n razones que apuntan a 1& po­
libilldad de que estos Intereses provinciales 7 las -competencias
que IU g~sti6n autónoma comporta, han de ser inflenooados
para acomodar esta pieza de nuestra estructura jurfd.100-po1,1-
tica a otrll'S entidades autonómlcas de nueva creac16n. _

En efecto, la Constitución prefigura, como antes decíamos,
una distribución vertical del poder públ1co entre entidades de
distinto nivel que son fundamentalmente el Estado, titular
de la loberail1a, las Comunidades autónomas, caracter1z&du
por IU autonornia pol1t1ca, y las provincias y municipios", ~cr
tadas de, autonomIa administrativa de distinto ámbito. .tT88*
eludiendo ahora de· otraS consideraciones, es lo cierto que ,i
el poder público ha de distribuirJe entre más entes que :-'os
anteriormente existentes, cada uno de listos ha de ver restrin.,
gida lógicamente parte de la esfera de dicho poder que tenía
atribuida. En detlnitiva, hay que· efectuar una redistribución
de .competencias en función del res~tivo interés entre laa
diversas entidades. para .que el modelo de Estado configurado
por la Constitución tenga. efectividad práctica.

La primera y más alta de las 8DUdades a que .e reflere
el articulo 137 de la Constitución es, por supuesto¡ la Comu­
nidad autónoma, cuya creación incide no s61.0 sobre las com·
petencias de los 6rganos generales del Estado~ (1os artículos 148
y 149 de la Constitución 80n expresivos al respecto) lino tam·
bién lobre las atribuidas a las provincias en la medida en
QUe responden al interés general de la Comunidad.

Es necesario distinguir, .in embargo, de acuerdo con la_
Constitución y desde la perspectiva territorial" entre las Co·
munidadea cuyo ámbito comprenda varias provincias yaquellae
otras de carácter uniprovincial qUe puedan constituirse cuan­
do 'e den los supuestosprevlstos en los artículos 148 '7 144
de la Constitución. En el primer caso, de acuerdo con l&atdeas
antes expuestas, parte de las competencias que hasta ese
momento fueron de las provinciaa pasarán a. ler funciones
de la. Comunidad a la que habrA también que atribuir. en·
consecuencia, la parte correspondiente de los recursos prov1D.
ciales y. '.ógicamente. de los servicio. de esa naturaleza, re-­
duciendo en consecuencia, por asi decir. el ámbito de compe·
tencias de la entidad provincial. Elta resultarA, por e1 OOD­
trario, potenciada en aquellos ,otros casos en que, bien por
tener la provincia caracteres propios de región histórica (ar·
ticulo 143) bien en .rrtud de una autorización espeCial de lea
Cortes (articulo ¡.c,4.al una lola provincia le erija en Comu·
nidad autónoma, asumiendo así un luperior nivel de autono­
mía, y estando en este ·caso confiado BU gobierno t adminis­
tración .. la Comunidad, al y como permite .el articulo 141.2
de 1& Constitución. .

Pero no es esta modificaci6n reductora o ampliadora de la
j autonomía provincial inducida JKl'r la creación de las Comuni­
j' dades autónomas la única que de la Constituci6n resulta. El
1 texto constitucional contempla también la posibilidad tarUcu·

lo 141.3) de crear agrupaciones de municipios dif'e-rentes de la
provincia. Es. claro que estas agrupaciones cuya autonoDÚa no
aparece constitucionalmen1egarantizada, pero que tieDeD una
clara vocación antonómica correctamente- conflrmada 8lI el Es·
tatuto de Cataluña (articulo S.0.3) , podriD. asumir el desem-

'1 pedo de funciones que antes correspond1an a los propiOl mu·
, nicipios o actUar como divisiones territoriales de 1.& Comuni.

I dad autónoma para. el ejercicio descentraliZado de las potes­
, tades propias de ésta. pero también el ejerd.cio de competen·

c1as -que eran anteriormente competencias provinciales, con lo
que por esta via puede producir igualmente una cierta reduo·
ci6n en el contenido propio de la autonomía provincial. Es
obvió, e~ deflnitiva, que la apariCión de nUevas entidades te·
rritoriales ha de tener una profunda repercusi6n sobre 1&
delimitación de cuál: sea el interés propio de las hasta ahora
.Dstentes y, en consecuencia, .obn IU Ambito competencia!.

Estos procesos de cambio que la propia Constituci6n impone
iD posibilita y que maniflestamente ban de conducir a una es·
tructura diferenciada. no pu~en llevar, lin embargo, a menos
que la Constitución sea modUlcada, a una desaparición de la
provincia como entidad. dotada de autonomía para la gestión de
BUB pro12ioa intereses. Algunos de 10B que hoy son tales podrán.
ser conllgurados como intereses intraprovincialee '7 atribuirse
BU gestión a entidades de esta ·natuT'a.leza: la defensa y cuidado
de otros podrá ser atribuida a 1& Comunidad Autónoma en
la que !a provincia se encuentra para ser patinados por la
propia Comunidad. No cabe establecer a priori cuál es .el
lfmite constitucional de esta reestructuraci6n de las autono·
m.fas locales: pero las autonom18.! garantizadas no pueden ser
abolidas, pues la protección que la Constitución les otorga
desborda con mucho de 1& limp1.e -remisión a la ley ordinaria
en orden a la regulación de sus competencias... El legislador
puede disminuir o acrecentar las competencias hoy existentes,
pero no eliminarlas por entero y, 10- que es más, el debUita­
miento de su contenido s610 puede hacerse con razón 1Ufl.­
cien,te y nunca en dafto del prlri.ctpio de autonomía que es
uno de los principios estructura'es bastcos de nuestra Consti­
tución. Esta 'es manifiestamente la razón de ser ·del apartado 4.0
del artículo 5 del Estatuto de Catalu:ft.a.· -

4. Es a la luz de las consideraciones que preceden, como
hay que analizar la adecuación o inadecuación a la Constttu~
ci6n de la Ley 6/1980 de la Genera'idad df3 Cataluña. sobre
transferencia urgente y plena de las Dlput&-cionescatalanas -..
la qeneralidad.En virtud d.e esta ley, la Generalidad asume

la totalidad de las competencias otorgadas por el ord€!namí-2n­
to vigente ~a las Diputaciones de Baroe~ona, aérons, Lérlda y
Tarragona, incluidas laa competenciar¡ financieras (artic:ulo 5. O)
Y se habilita a.l Consefo. Ejecutivo para ordenar la transferen·
cia de los correspondientes servicios a la Administración de
la Generalidad (artículos ,2.° a 4,0) de la que pasarAn a de­
pender· orgánica y funcionalmente los funcionarios a ellos
adscritos (articu~o 6. O).

Parece evidente que esta asunción por la Generalidad de
la totalidad de las-competencias atribuidas actualmente a las
Diputaciones sin dotar a los órganos llamados a sustituirlas
de tales competencias u otras similares, implica la desapari­
ción de las cuatro provincias como entidades locales dotadas
de autonomía para la gesti6n ~e SUB propios intereses, sin
que quepa aducir, en .contra de esta evidencia. que la ley
impugnada -no ha suprimido ninguna de las cuatro provin­
das eDstentes en territorio cetalán.. , que _se ha limitado a
lustituir sus órganos de gobierno_, a los que dota de las com­
petencias _suficientes para cumplir y colmar los intereses a
que han de ~tender.. o que -lejos de hurtar potestades a las
autonomías locales, la intención proclamada en JSU pro p i o
preé.mbulo por 1& Ley 8/1980, es la articulación básica de las
-autonomías locales -catalanas en municipios y comarcas-.

-Como antes queda dicho, en efecto, la gara.ntia constituc1o·
nal de las autonomías locales no le reduce a· incluir dentro de
la materia reservada a 1& -ley la determinación del contenido
competencia! de estas autonoltÚas pues es precisamente ~a
necesidad de preservar la autonomía frente al legislador 10
que da su razón de aer a esta garantía.

Es muy cierto que, oomo afirma la representación del Par­
lamento de' Catalutla, la Constitución no .intenta resucitar la
teoría de 108 intereses naturales de los entes !ocales que, en
razón de la creciente complejidad de 1& vida social, que ha
difuminado 1& lmea delimitadora de los intereses exclusiva­
mente locales, abocaría a un extremado oentrallsmo. Pero pre·
c1sament8 por' ello 1& autonomía looaJ. ha de Ser entendida como
un derecho de la comunidad local a participación, a través de ór­
ganos propios, en el gobierno y administración de cuantos asun­
tos le ata:l\8I1, sraduAndose la intensidad de esta participación
en función -de la relación entre intereses locales y supralocales
dentro de tale. asuntos o materias. Para el ejercicio de esa
participación en el gobierno .,. adm1n1ltración en ouanto ~"'s
atatie. los órganos representativos de 1& Comunidad local han
de estar dotados de lu .potestades lID las que ningúna actua­
ción autonóma es posible. La ley impugnada al privar a los
Cop.sejos Territoriales, con los que pretende sustitUir a las
Diputacion~s. de estas potestades bAsioas 'Y limítar sus com~
petenci.., sustancialmente a las de eltudio .., propuesta (ar­
ticulo lO), privl1ndolas incluso de 1& facultad de aprobar su
propio presupuesto (artículo 11) no respeta la.s condiciones mí­
nimas que permitirían considerar subsistente 1& autonomía de
las ptbvincias, que la Constitución garantiza.

No empeoe a esta manifiesta contradicción entre la exi­
.enc1a constitucional y el contenido de 1& ley e} hecho de que
ésta afirme (artículo 8.0j que en ningún caso 1& asunción por
la. Generalldad de estos servicios supondrá una concentración
en su gestión. que.'e hará de forma desooncentrada ... través
de los servicios tenitori&les de los Departamentos respectivos,
pues ni la gestión desconcentrada puede .er .ustitutivo de la
descentralización, que implica autonomía, ni podría la Ucita
transferencia a las Comarcas 11 otras entidades territoriales
de competencias hoy atribuidas a laa provincias llevarse hasta
el extremo de vaciar totalmente a éstas de IUS actuales funcio·
nes como ~ntea locales, vaciamiento que 1mplica una infracción
de los articul08 137, 141 ., 142· de la Constitución y del arUcu­
1.0 S.o, .. del E.statuto de Autonomia de CataluAa.

5. En 'forzosa conexión con lo anterior, es preciso analizar
ahora la lupuesta infracci6n de las nonoas constitucionales
y estatutarias que delimitan las· competencias respectivas del
Estado y de la Generalidad de CataluAa en 10 que toca al
régimen local. _. .

La controversia que en este punto apone a '!.& representa·
ci6n del Gobierno, de 'Una parte, '1 a las representaciones del
Parlamento'1 del Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Ca­
taluña, de la otra, tiene. dos facetas distintas que deben ser
analizadas separadamente. Se trata, en primer lugar, de una
diferencia en la interpretación de los preceptos contenidos en
108 articulos 149, 1, 18.- de 1,a ConsUtucl6tt y 8, 8.° del Estatuto
de Autonom1a de Catalu:da y, en selUtldo término, de la ne·
cesidad O no de que haya una sucesión cronológica entre la
actividad legislativa del Estado .,la efe la Comunidad Aut6no·
ma sobre el régimen local, o, en términos más generales, de
la interpretación que deba darse a 1& disposición transitoria
segunda del Estatuto de Catalu:da. •

AlgUnos de los argumentos esgrimidos para sostener las
distintas interpretaciones de lu normas llltimamente· citadas,
resumidos ya en los. antecedentes de esta sentencia, deben ser
"techazados porque, en cierto sentido, le quedan en la supel"­
fleje de los textos sin ir al fondo de la cuestión. Ni el uso de
'.& expresión-régimen jurídico.. para designar sólo el proce­
dimiento V el régimen de recursos en nuestra práctica legisla~
.tiva es un criterio constante· ni uniforme para todas las Admi­
nistracion~s Públicas qtie permita inducir de él la voluntad
inE'Quf~·oca. del con$Utuyente nt, aunque 10 fuera, podría acep·
tarse sin más esta int~rpl'etación sin apoyarla en otras razo.nes
que deriven d~rectamente de la propia estructura constJtu·
ciona!. Tampoco puede afirmarse sin más que la expresión
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«régimen jurídico de las Administr~c~ones.Púb',icas- abarque
.en puridad todo el Derecho AdDllDlstrativo, cuya clave es
la sumisi6n' de la Administraci6n al Derecho_ y no porque de
esta afirmación pudiera conclui;-se que Uene el estado campe·
tencia para dictar bases sobre la organización de 1& Gene­
ralidad, pues manifles~nte la potestad para organizar las
propias instituciones de autogobierno que· consagra el articu·
10 g 1 de' Estatuto de Autonomia no podr1a verse en modo
alguno aiectada por ella, sino por el evidente motivo de que
tal razón es en si misma pura tautología reduccionista .que
restringe el Derecho Administrativo & su .clave- e id~nhfica
a ésta con las bases del régimen jurídico de las AdmlDistr..
ciones Públicas. '

El fondo de la cuestión exige entrar. siquiera sea breve­
mente en el sistema de delimitación competencial, entre el
Estad~ y las Comunidades Autónomas que 1& Constitución .,
el Estatuto de Autonomía configuran. Es obvio, para comenzar,
que el término Estado es objeto en el. texto consUtl;lcional de
una. utilización claramente anfibológJ.ca~ En ocasIones (asl
artículos 1.0, 56, 137 1. en la propia rubrica ~e su titulo VI.U,
por mencionar sólo a.gunos ejemplos) el térmlno Estado de~lg­
na la totalidad de la organización lurídl.co-poliUca de la naclón
espanola. incluyendo las organizaciones propias de las nacio­
nalidades y regiones que la integran y la de otros entes terri­
toriales dotados de un grado inferior de autonomía; en otras.
por el contrario (asl en '.os articulas 3,1,°, 14.9, ISO) por Estado
se entiende sólo el conjunto de las instituciones generales o
centrales y sus órganos periféricos, contrapontendo estas ins­
tituciones a las propias de las Comunidades Autónomas y otros
entes territoriales autónomos. Esta contraposición que puede
originar algún equívoco na puede hacer olvidar, sin embargo,
que la Constitución es la norma ,suprema del Estado como to­
talidads que, en consecuencia, sus principios ob'.igan por ~gual
a todas las orga.nizactones que forman parte de esa totahdad.
Sentado esto, es a' primera vista evidente que la larga enu·
meración de competencias exclusivas del Estado (en el sentido
más restringido del término) que hace el apartado primero
del artículo 149 de· la Constitución está construida· por refs·
rencia a materias o actividades concretas del poder respecto
de determinados fines sociales con la úni~ y notable excep­
ción precisamente del párrafo 18, en la que la referencia
es justamente a una acción por así decir rene:xiva del Estado,
esto es. a la que el mismo lleva a cabo en relación con el apa­
rato administrativo que constituye su instrumento normal de
actuación.' -

Esta peculiaridad es importante ya que entronca con. el
tema de la garanUa constitucionBJ. de que antea tratábamos.
Como titulares de un derecho a la autonomía constitucional­
mente garantiZada. 188 comunidades locales no pueden ser
dejadas en lo que, toca a la definición de sU! competencias y
la configuración de sus órganos de gobierno a la interpretación
que cada Comunidad Autónoma pueda hacer de ese derecho,
tanto más cuanto que el mismo no va acompañado~ como en
otros ordegamientos sucede, de un derecho de caré.cter reaccio­
nal que, eventualmente, les abra una vía ante la jurisdicción
constitucional frente a normas con rango de ley..

La garantla constitucional es de carácter general, y conflgu..
radora de un modelo de Estado y ello conduce, como conse­
cuencia obligada. & entender que corresponde al mismo 1..
fijación de principios o criterios báSicos en materla de orga­
nizaci6n y competencia de general aplicaci6n en todo el Estado.
La fijación de estaa condiciones ~icaa no puede implicar
en ningún caso el establecimiento de un régimen uniforme
para. todas las entidades locales de todo el Estado, sino que
debe permitir opciones diversas, ya que la potestad nonnativa
de las Comunidades Autónomas no es en estos supuestos de
carácter reglamentario. En el respeto de esas condiciones bá·
sicas. por tanto, las Comunidades Autónomas podrán legIslar
libremente. Esta es la interpretación que debe darse al ar·
Uculo H9,l,18.-de la Constitución y al articulo 9.8.° del Es­
tatuto de Autonomla de Cataluña. que a él,; S8 remite: inter­
pretación que, por lo demás, es la única compatible con el
tenor literal de tales preceptos y la que, desde otra' perspec­
Uva. permite armonizar los principios de unidad y autonomía
que la ConsUtución consagra (articulas a y 137). Ciertamente
no será siempre fé.cU la determinación de qué es lo que haya
de entenderse por regulación de las condiciones básicas o es·
tablecimiento de las bases del régimen jurídico y parece im·
posible la definición precisa y aprioristica de ese concepto.
Las Cortes deberán establecer qué es lo que haya de- enten­
derse por básico, y en caso necesario será este Tribunal el
competente para decidirlo, en su calidad de intérprete supre­
mo de la Constituci6n {articula 1, LOTO.

Las razone!f anteriores hacen innecesario entrar ahora en
otras consideraciones que llevan a las mismas consecuencias.
Así, por citar un s610 argumento. el. tratamiento común a los
administrados que preceptúa el articulo 149,1,18.- ha de enten.
derse en el Estado social y democrático de Derecho que con··
figura la Constitución (articulo 1-0 con un alcance no mara·
mente formal sino tambié~, del modo que determine la Ley,
con un contenido sustancIal en forma de pautas de presta­
ciones mínimas que deben proporcionarse a todos los ciudada.
nos; otras razonee complementarias, que no procede- desarro­
llar ahora se encuentran en, el principio de igualdad de todos
los españoles a que alude el articulo 14-9.1.1.°. y en el derecho
d.e p~rticipaci6n que regula el artiCUlo 23, ambos de la Cons.
tltuclón.

6,0 Como se seftalaba a.1 comienzo del número anterior, la
divergencia entre e' Gobierno, de una parte, y la Generalidad
de Catal\W.a, de la otra. procede también de ,una diferente
interpretación de la disposición transitoria segunda dei Esta,..
tuto de Autonom.f~ de Cataluña o, en términos más amplios,
de una diferencia sustancial en cuanto a la necesidad. o no
de 'que la relación lógica qUe existe entre la legislación básica
(competencia del Estado) y 'a legislación emanada de la Ca·
munidad Autónoma sea también una reiación: cronológica, de
manera que la promulgación de la Ley estatal haya de pree&'
der siempre necesariamente a la promulgación de la Ley de la
Comunidad Autónoma, En tanto que la representación del
Cohierno, parte del supuesto de que en aquellos casos en loa.
que la Constitución reserva al Estado el establecimiento de las
bases o principios de una determinada materia, es necesario
que las Cortes Generales aprueben las correspondientes leyes
antes de que los Parlamentos territoriales puedan ejercitar la
competencia que los respectivos Estatutos de Autonomia les
atribuyen. las representaciones del Parlamento y del Consejo
Ejecutivo de la Generalidad. entienden, que desde ei momento
en qUe inician sus funciones los Parlamentos territoriales pUe~
den legislar sobre todas las materias de su_ competencia res~

petando las bases o principios que, en una interpretacióu. con·
forme a la Constitución. quepa, deducir de la legislación vi-
gen te sobre la materia. .

Ante esta divergencia de opiniones hay que comenzar por
se1\alar que el ejercicio de la competencia estatal para el es­
t,ab1ecimíento de las bases o de la legislaclÓn básica a que
ea distintos párrafos de su apartado primero se refiere el ar·
ticulo 149 no requiere, en modo alguno, la promulgación de
leyes de bases o de leyes marco y que, en cuanto parece
suponer la necesidad de normas' así configuradas desde el pun·
to de vista de la forma, la argumentación de la representaci6n
de! Gobierno debe, ser rechazada. La noción de bases o de
normas básicas ha de ser entendida como nbci6n material y,
en consecuencia. esos principios o criterios básicos, estén o no
formulados como tales, son los que racionalmente se deducen
de la legislación vigente.

Cuestión distinta es la de si esta interpretación de la co­
nexión entre legislación del Estado y legislación de l.a Comu·
nidad ·Autónoma. es aplicable en todo caso, con independencia
del hecho de qUe la legislación estatal vigente de la que han
de inducirse- las bases o principios a los que debe ajustarse la
legislación de las Comunidades Autónomas, sea anterior o

. posterior a la Constitución. En este sentido, aun afirmando
que la promulgación de la Constitución no ha roto la conti­
nuidad del orden jurídico preconstitucional más que con res·
pecto a aquellas normas que no pueden ser interpretadas de
conformidad con la Constitución, no es menos cierto que es
preciso matizar la presunción de constitucionalidad atendiendo
al diverso objeto de esas leyes preconstitucionales.

Respecto de todas aquellas que disciplinan la acción secto-'
rial del poder público· y no se encuentran inmediatamente con·
dicionadas por el fundamento de legitimidad de ese poder y
la estructura poUtic~ que_ de 'él deriva, la apljcación de ese
criterio interpretativo no debe ocasionar graves dificultades.
Los principio8- o bases, que de esas leyes se derivan pueden
ser interpretados en' la generalidad de jos casos de conformi·
dad con la Constitución, y pueden ser aceptados en consecuen·
cia como marco necesario para el ejercicio del poder legisla~

tiVto que corresPonde a las Comunidades Autónomas,
Aquellas l.eyes preconstitucionales que por el contrario no

se limitan, como las anteriores, a disciplinar la actividad de
los poderes públicos sino que tienen como objeto, precisa­
mente, la constitución de esos poderes. el establecimiento de
su correspondient", ámbito de competencias y la composición
y estructura de sus órganos de gobierr¡o y administración,
difícilmente pueden considerarse intprmadas por principios o
definidoras de bases que sean confonnes a la Constitución,
pues esta prefigura. como antes indicábamos, una distribución
territorial de los mismos basada en el principio-de auton~múa
que es contradictorio al. de centralizaci6n antes imperante.

. Siendo ello aS1, podría pensarse que en este terreno no tiene
validez el criterio interpretativo antes indicado y que, o bien
las Comunidades Autónomas deben abstenerse de legislar sobre
estas materias en tanto que el legislador constitucional pro­
mulgue leyes que establezcan los corr,~spondientes principios
o bases, o bien que. en ausencia de legislación estatal, post­
constitucional, _pueden legislar respetando simplemente los prin­
cipios que inmediatamente se derivan de la Constitución. Ambas
soJucíones que, en el presente caso, sustentan respectivamente
ll:j. representación del Gobierno y la del Consejo Ejecutivo de
la Generalidad. han de ser rechazadas, sin embargo, aunque
por distintas razones. La primera de ellas, en efecto, impli·
caría como consecuencia ineludible la de que la Generalidad
de Cataluña se vería privada de las competencias que el Esta­
tuto le atribuye hasta el momento, más próximo o más leJano
en que el legisl,ador estatal hubiere utilizado la suya - para
derogar. modificar o 8ustituir la legislación anterior; la seguflda
supondría que, inoviéndose en -un vacío normatIvo, el legisla­
dor de la Comunidad Autónoma hace suya la competencia que
sólo corresponde al legislador del Estado para establecer las
bases o principios a que debe ajustarse la regulación de una
determinada materia. que no son los que respecto de la misma.
fija, en un plano de mayor abstraccíón 11 generalidad la propia..
Constitución, sIno 10& que dentro de los amplios límites ,qUil.

"
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hes principioS' constitucional.es marcan, considere más ade­
cuados según IU prapio juicio el ls.talador competente, que
es sin duda. el legislador eBtatal._ - .

Es "foJ'2lOSO concluir, por tanto, que también cuando se trata
de legislar sobre cuestiones que conciernen directamente a 1&

. oomposidón, estructuiI'a y oompetenoiaa de los Entes· territoria­
,les y de BUS órganos de gobierno y administración' deben laa

Comunidades' Autónomas respetar las bases ~stablecldas por
la legislación vigente. Esta solución, que es la única que hace
posible ia asunción inmediata por las Comunidades Autónomas
de las competencias legi&lativ8B que 8US Estatutos les confieren.
sin invadir por ello .competencias reservadas al Estado, conlle­
va ~guramen~ algunos inconvenientes que son. sin embargo,
ineludibles en tanto que no se haya completado la reorganiza.­
ción territorial del poder del Estado para ad~uarla a la Conl:itl·
tución. De una parte, cabe pensar que la legislación dictada por
las Comunidades Autónomas antes de que el legisJador estatal
8stable~ las bases a que debe ajustarse .1&. Administ!'Bci6n
,local del futuro, ha. de moverse posiblemente dentro del limite
más M,trecho. como se veré. PQ6terionnente, que 106 que habrán
de resulta:r' de una le,gislaci6n 1Dformada plenamente pOr los
principias que inspiran en este punto a la ConstItuci6n. De la
9tra, es también claro que esta legislación de las Comunidad86~

en cuanto que puede quedar parcialmente invalidada por las
nonnas básicas que, dentro de 8U competenoia, establezca 6D.
su d1a el legislador estatal, nace ya afectada, por asi decirlo,
de una cierta provisionalidad. Es. sin -embargo. al 'le§islador
en.,cada caso .competente y no a este Tribunal, al que corres·
ponde sopesarlas ventajas e' inconvenientes .de su decisi6n,
La misión propia del Tribunal Constitucional es s610 la de apre­
ciar así, al legislar, el Parlamento de la Comunidad Autónoma"
y más concretamente en el presente caso, de la"Generalidad de

I ~ Catalufia, ha respetado o no las bases que dé la legislación vi-,
gente cabe inducir. ' .

I
.. 7.° Le. legislaci6n que. ha . de ler tomada en oon~ideraéión
para discernir -cuéJes son las bases que la Ley impugnada de­
heria re!Jpetar viene, dada, de una parte por la Ley, 39/1978,
de 17 de 1uUo. sobre Elecciones Locales que, aunque anterior

1

, a la Constitución, puede_ considerarse Informada por los mismos
principJos de ésta, como obra que' es de las mismas Cortes; de

1

', ' la otra. por la legislación de régimen local, esto ~. -pr1ncipal~
mente la Ley ~e Régimen Local (texto articulado de 24 de
lunio de 1955 y modificaetones posteriores) el texto &1"ticulado
p&rdal de 18. Ley de Ba5es del Estatuto d'e Régimen Local de
e de octubre de 10'77, "la Ley de 7 de octubre de 1978, que deroga
parc:iaJmente la de 'bases mencionada, el Real Decreto·ley 31
198t, de. 16 de enero .(posterior a la Ley Impugnada). ratificado
POr el Congreso de acuerdo oon 01 artículo 86.2 de la Consti­
tución y ctras disposiciones de diversa. Signiftcación.

De la primera de laé citadas cabe deducir algunas bases,
tant-o en lo que re;;pecta a la composición (representatividadJ
de los órganos de gobierno y administración de las provincias.
como en lo que toca a su estructura. Dicha Ley. en su titulo m,
adopta, en efecto, un sistem.a en el que la representacióri pro­
vincial se articula conforMe a determinados criterios bésiC08
que no aparece-n e~resamente negados, pero tampoco recogidos
en la Ley impugnada cuyo arlfcuJo 9.8 se limita a declarar que
los Consejos Territoriales con los Que se pretende sustituir a
las Diputaciones prov~ciales suprimidas estarán integradas .por
'representantee" de las .comarcas establecidas en e-l Decreto del
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de 27 de agosto de 1936.
En cuanto que el desarrpllo de esta nonna. oomo el· de toda la
Ley. queda ,encomendado al Consejo Ej~tivo sin limitación
alguna (disposición finaJ. primera); esta remisión en blanco ha
de considerarse igualment.e contraria a la Constitución.

Otro tanto cabe decir, con-carécter general, de lo que con·
cierne a la estructura -de los órganos de gobierno y adminls.
tración de las -provincias, articulada básicamente ,(artículo 341,
sobre la distinción entre Pleno, Presidencia y Comisi6n de Go­
bierno, aunque en esta materia 1& composición provincial Y' la
estructura prevista para los Consejos Territoriales (articulo 18
y dIsposición adicionaJ tercera de la Ley 8/1990), permiten a.fir­
m,ar que poQ:" el mpmento no existe oontradicci6n en este punto
.de la Ley impugnada con las exigenCiM derivadas de la Cons­
titució:u.

Del segundo' conjunto de nOrmas precónstitue:tonales a que­
antes nos referimos cabe deducir la moción bé.sica de un inte­
rés peculiar de la provincia. cuyo ámbito te intenta precisar
en la. enumeración de competencias y, sobre todo, mediante
la exigencia de unos servicios mínimos. F.t!I claro que. verosí­
milmente, una parte de -las competencias que hoy 8& atrIbuyen
a la provincia, e incluso de J<>:s servicios mínimos cuyo asegu·

CORRECCIONde .,.rore. m- 'el textoC:le la! .•en­
tencta8 del Tribunal Constitue{onal, publica-dal en
el .uplemento a.l .Boletín Oficial del Estado- nú­
mero 112, ele fecha 20 de jull-o de 1981.

Advertido error en ell. texto de las sentenciae del Tribunal
~Consti-tuCiona'¡ publicadas en 'el Suplemento -al.Boletfn Oficial
del Estado- número 172., de 20 de ju-llo, se transcribe a oonti­
Iluadón la oponUIÍa rect4!icac:ión: .

ramiento actualmente le les impone, podrán 19l' atribuidos o
encomendados a,otras EnUdades territoriales, pero las nocio­
nes mismas de intereses peculiares. de competencias propias 'f
de servicios mínimos preceptivos como elementos imprescin­
dibles constitutivos del núcleo esencial de la institución cons­
titucionalmente garantizada, han de ser oor&1deradaa como
bases que. no cabe ignorar al legislar sobre la materia. Por lo
demás, la Ley del Estado que en su día 8e dicte a partir del
artieu10 149,1.18.- de 1& Constitución dotará de concreción a
estos· criterios báSjcos' que hoy 8610 pueden formularse de 'ma­
nera general y abstracta.

P,ara el gobierno y administración de las' provinCias, las
D~putaciones provinciales aparecen dotadas de potestades de-­
cisoriss" cuya naturaleza tampoco puede ser desconocida sin
infringir 186' bases hoy estáblecidas. En la medida en que la
Ley impugnada prescinde totalmente de la noción de interés
peculiar, de compe-tencia.s propias y de servicios mínimos de la
provincia y priva de potestades decisorias a loa 6rganos Que
deberIan tener su gobierno y administraci6n. ha de 88T repu­
tada, también por esta causa, contraria a la Constitución.

8.° Sin necesidad de entrar, en . argumentos como el del
antecedentes'l,c), que sOlo tendr:ían sentido, hipotéticamente, si
no existieran los ya expuestoe, las consideraciones antericr.es
nos conducen irremediablemente a estimar el recurso de in­
constitucionalidad y a declarar la nulidad de los articulas im­
pugnados. 1.°, 2.°, 3.°, 5.°,. 9." Y disposici6n final segunda de
la Ley de la 'Generalidad de Catalufta 6/1980. de 17 de' diciem­
bre. te evidente que, aunque no en directa coneXión OOn ell.Js,
el precepto contenido en la disposici6n transitoria primera 1e .
la Ley impugnadfL, en cuanto que sujeta a la aprobación del
Parlamento de la Generalidad los pr86UPUestos de las Dipu­
taciones provinciales, priva a éstas de ,una potestad decisoria
fundamental, sin la que no cabe hablar de autonomía y. dn
consecuencia. ha de· considera.rse contraria a la Constitución,
especialmente en BU articulo 142-. Una cosa es, en efecto, que
en el ejercido de 1& función de supervisión y tutela sobre las
distintas Entidades locale-s dotadas de autonomía. el Etltado o,
en su caso, la Generalidad, puedan llevar a cabo Un control
de legalidad, dentro de los lfmites que seftala núestra senten­
-da de 2 de febrero· de 1981. sobre la elaboración, aprobación y
gestión de sus presupuestos, y otra bien distinta El6 que se
sustraiga a 'estas Entidades dotadas de autonomía la potestad
de áprobar sus propioe presupuestos.

Los artículos, y disposic;=:lones de la Ley no enumerados en
e.1. párrafo anteriO!" establecen previsiones y normas que tienen
un OJI,rácter puramente instrumental y aooesorio~ de
las contenidas en 108_ que acabaJnoe de citar. Anulad06 éstos
en razón de su inconstituciona,l1dad, desaparecen también. en
la medida en que son puramente instrumentales, la eficacia de
aquéllos, acerca de los cuaJes no cree neoesar1o este Tribunal,
aJn embargo, hacer nlngúnpronunc1amiento expUc1to. '

De acuerdo con la disposición tre.nsitoria lJeXta, n'O.merp 6, del·­
Estatuto de Catalu:fta. las predslon8e anteriores no afectan
como es obvio, ,a la competencia que atribuye a la Generalidad
el artículo 2.2.0 del Real Decreto 2115/1978, de 26 de julio, de
confeccionar y aprobar un plan tmico de obr~ y servicios.

FALLO

En" virtud de todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional
POR LA AUTORIDAD QUE LE OONFlERE LA OONSTITUCJON
DE LA NACJON ESPAflOLA

Ha decidido

1. Rechaz&r -la e%OllPClÓD de Inedmiolblllded eduelde por
el, Consejo Ejecutivo de la Generalidad de CataJ.u:iia.

2. Estimar el recurso de inoonstitucionalidad interpuesto
contra la Ley 8/1980. de 17 de cUciembre, de la Generalidad de
Cataluda, por la que se regula la transferencia urgente y plena
de 18.5 Diputacipries catalanas a la Generalidad de Catalufta "1,
en consecuencia, declarara la tnoonstitucionalidad y consiguien­
te nulidad de las artículos 1.0, 2.°,,8.°, 5.°, 9.0, disposición tran­
sitori& primera. y disposición final segunda de la mencionada
Ley." "

PubIfquese esta senUlDCia en el .Bolettn Oficial del Estado­
'Dada en Madrid, a veintiocho de Julio de mil novecientos

,ochenta y uno..... Manuel Garcla-Pelayo y Alonso. -Jerónimo
Arozamena: Sierra.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Ve·
lasco.-Fr&nc1Bco Rubio Uorente.-Gloria Be@ué C&ntón.-Luis
Diez Picazo.-Francisco· TomAs 'f Valiente.-Rafael Gómez-Ferrer
Morant.-Angel Escudero daI Corral.-Plácido Fernández Via­
gas.-Firmados y rubricados.

En la pá~ll& 10, legunda columna, en el liltimp párrafo
del FALLO de la sentencia correspondiente al recurso de &ID.

paro número 185/1980. donde dice: .Dada en Madrid a 10 de
jmio de 1981.-Manue1-Garda--Pelayo y Alonso.-Angel Latorre
Segura.--Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.­
Angel Escudero del Corra1.-Firmados y rubricados-, debe de­
cir: ~ada en Madrid a 10 de Julio de 1981.-Manuel Carda­

"PelayO y Alonso.-Angel Latorre, Segura..:.....Manuel Diez de Ve­
lasco.-Glorta Begué CantÓD.-Rafael Gftmez-Ferrer Morant.­
!'ngel·Esdudero del Corra4.-Firmadas y rubricados';,


